LA EDAD DE JUBILACIÓN: LA JUBILACIÓN ANTICIPADA: ALGUNAS CUESTIONES CONTROVERTIDAS.
Dolores Carrillo Márquez

1.- La opción por la jubilación anticipada
Es un hecho constatable que en el sistema de pensiones contributivas de jubilación de la Seguridad Social en España, existe un elevado porcentaje de afiliados que optan por jubilarse antes de la edad ordinaria de 65 años. 
Los resultados de encuesta realizada, entre la población de 55 a 70 años, en noviembre de 2008 por la Universidad P. Comillas de Madrid en el marco de un Proyecto sobre Protección Social de los Mayores
,  señalan que la edad en la que se produce la jubilación se encuentra en torno a los 62-63 años
, más temprana entre las edades más jóvenes dónde el proceso de prejubilaciones ha afectado en mayor medida, y entre los trabajadores de grado medio. 
	¿A qué edad se jubiló?
 (porcentajes calculados sobre el total de entrevistados jubilados)

	

	
	Total Jubilado 
	Sexo
	Edad
	Nivel de Estudios

	
	
	Hombre
	Mujer
	De 50 a 64 años
	De 65 a 75 años
	Nivel bajo
	Nivel medio
	Nivel alto

	Base: jubilado (código 3 en 1.4)
	(252)
	(151)
	(101)
	(64)
	(188)
	(188)
	(31)
	(33)

	· Antes de los 60
	11,9
	13,2
	9,9
	32,8
	4,8
	12,2
	16,1
	6,1

	· Entre los 60 y los 64
	39,3
	47,0
	27,7
	64,1
	30,9
	33,5
	51,6
	60,6

	· A los 65 o más
	48,0
	39,7
	60,4
	1,6
	63,8
	53,2
	32,3
	33,3

	· NS/NC
	0,8
	0,0
	2,0
	1,6
	0,5
	1,1
	0,0
	0,0

	· Media
	61,9
	61,2
	62,9
	56,9
	63,6
	62,2
	59,9
	62,0

	· Desviación Típica
	5,8
	6,7
	3,8
	8,7
	2,9
	5,1
	10,1
	3,2

	¿Cuántos años estuvo cotizando?

	· De 15 a 35 años
	47,2
	28,5
	75,2
	40,6
	49,5
	52,1
	48,4
	18,2

	· Más de 35 años
	49,6
	68,9
	20,8
	59,4
	46,3
	43,6
	51,6
	81,8

	· NS/NC
	3,2
	2,6
	4,0
	0,0
	4,3
	4,3
	0,0
	0,0

	· Media
	33,6
	37,9
	27,0
	35,1
	33,1
	32,6
	34,6
	38,2

	· Desviación Típica
	10,6
	8,4
	10,3
	9,0
	11,1
	11,3
	9,7
	5,4


Fte : Elaboración propia. Proyecto Protección Social de los Mayores- FIPROSS 2007.
Preguntados a qué edad cree o espera jubilarse un 50% espera hacerlo a los 65 años, un 39.1% antes y sólo un 4.0% después de los 65 años. La edad media a la que esperan jubilarse se sitúa en torno a los 63 años, siendo algo más temprana para las mujeres que para los hombres. Los que tienen niveles de estudios más altos esperan jubilarse a una edad más avanzada que el resto.

	Pensando en la edad de jubilación ¿a qué edad cree o espera jubilarse?
 (porcentajes calculados sobre el total de entrevistados que trabajan)

	

	
	Total trabaja 
	Sexo
	NIVEL ESTUDIOS

	
	
	Hombre
	Mujer
	ALTO
	MEDIO
	BAJO

	Base: trabaja
	(n=202)
	(n=139)
	(n=63)
	(n=43)
	(n=52)
	(n=107)

	· Antes de los 65
	39.1
	37.4
	42.9
	30.2
	55.8
	34.6

	· A los 65
	50.0
	48.9
	52.4
	58.1
	36.5
	53.3

	· Después de los 65
	4.0
	5.8
	-
	7.0
	3.8
	2.8

	· Nunca
	0.5
	0.7
	-
	-
	-
	0.9

	· No sabe/No contesta
	6.4
	7.2
	4.8
	4.7
	3.8
	8.4

	· MEDIA
	63.1
	63.2
	62.9
	64.0
	62.1
	63.2

	· D. TÍPICA
	3.1
	3.2
	2.7
	2.7
	3.1
	3.1

	Por qué espera jubilarse a esa edad?

	Base: trabaja 
TOTAL RAZONES
	(n=188)
	(n=128)
	(n=60)
	(n=41)
	(n=50)
	(n=97)

	· Me lo puedo permitir económicamente
	6.4
	7.0
	5.0
	4.9
	-
	10.3

	· Ya he trabajado suficiente
	23.9
	22.7
	26.7
	17.1
	24.0
	26.8

	· Mala salud
	4.8
	2.3
	10.0
	4.9
	-
	7.2

	· Mi trabajo es muy duro
	4.8
	3.9
	6.7
	2.4
	6.0
	5.2

	· Por política de  empresa: convenio colectivo, bajas incentivadas
	11.7
	12.5
	10.0
	7.3
	26.0
	6.2

	· Crisis empresarial: ERE
	0.5
	0.8
	-
	-
	2.0
	-

	· Por cumplir 65
	39.4
	39.1
	40.0
	56.1
	36.0
	34.0

	· Si no me queda una pensión baja
	4.3
	6.3
	-
	-
	4.0
	6.2

	· Le gusta su trabajo
	2.1
	2.3
	1.7
	7.3
	2.0
	-

	· Otros
	0.5
	0.8
	-
	-
	-
	1.0

	· No sabe/No contesta
	1.6
	2.3
	-
	-
	-
	3.1


Fte : Elaboración propia. Proyecto Protección Social de los Mayores- FIPROSS 2007.
Los motivos por los que creen vayan a jubilarse a esa edad son por ser ésta la edad reglamentaria para la jubilación y por la sensación de haber trabajado suficiente. Un 11,7% sugiere que las políticas de empresas o convenios colectivos son los que marcan su edad de jubilación, mientras que un 4.6% expresa motivos económicos como la razón fundamental por la que no espera poder hacerlo antes.
Los resultados señalados coinciden con los obtenidos en losúltimos estudios realizados sobre las tendencias de la jubilación en España
, refrendados por los datos oficiales, pues si se analizan los del Ministerio de Trabajo e Inmigración (MTIN) la evolución en los últimos años en número de las jubilaciones anticipadas, como puede apreciarse en el cuadro siguiente:  
Principio del formulario
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ALTAS INICIALES


Final del formulario

	
	ALTAS INICIALES DE PENSIONES DE JUBILACION.
MENOS DE 65 AÑOS

	
	datos expresados en UNIDADES


	AÑO
	Ene
	Feb
	Mar
	Abr
	May
	Jun
	Jul
	Ago
	Sep
	Oct
	Nov
	Dic

	2000
	7810
	7095
	7975
	6624
	7576
	6770
	5931
	5650
	5992
	7149
	6419
	4563

	2001
	8195
	6560
	6887
	5525
	6389
	5930
	5984
	4961
	5331
	6282
	5608
	3945

	2002
	7046
	6636
	5630
	6589
	6012
	5397
	6019
	4468
	5862
	7216
	5971
	4231

	2003
	7806
	6600
	7045
	6547
	6757
	6259
	6596
	4596
	6755
	7770
	6560
	4782

	2004
	8741
	7702
	8265
	7398
	7409
	7359
	7503
	6043
	7628
	7515
	7909
	4420

	2005
	10062
	7942
	7935
	8095
	7545
	7803
	6886
	5866
	8186
	8327
	8597
	4238

	2006
	11640
	9133
	9424
	7530
	8901
	8366
	8262
	6998
	8153
	8786
	8473
	4340

	2007
	12246
	7721
	8555
	7401
	8504
	7569
	7812
	6714
	8163
	8851
	8632
	4858

	2008
	12244
	9831
	8418
	9529
	8845
	7916
	9586
	6653
	9317
	10689
	9083
	4946



 Fte.: MTIN. INSS. EVOLUCION MENSUAL DE LAS PENSIONES DEL SISTEMA DE LA S.SOCIAL
frente a las jubilaciones, en el mismo periodo, a los 65 o más años, puede comprobarse que la tendencia desde el año 2000 es el incremento anual en el número de jubilaciones anticipadas, salvo en el año 2007 (9696.040 altas de jubilación anticipada) en el que se invierte la tendencia
 para, en el año 2008 (con un total de 107.057), volver a incrementar el número de solicitudes de altas en pensiones de jubilación antes de los 65 años. 
Como puede comprobarse existe un número importante de trabajadores que apuestan por la anticipación de la edad de jubilación, y aun pudiendo subyacer en esta elección razones de índole personal, habríamos de plantearnos si existe alguna razón para que la opción de la jubilación anticipada se imponga, incluso con la penalización que supone la aplicación de los coeficientes reductores.

En la elección de anticipación de la edad de jubilación intervienen variables objetivas y subjetivas: entre las primeras, la precarización del empleo de muchos trabajadores adultos y las jubilaciones prematuras (impuestas o negociadas); junto a ello, han de barajarse las variables que afectan a la desigual forma de vivir y de percibir la jubilación que tienen los sujetos. Esta diversidad de situaciones aderezadas con la creciente complejidad en la regulación de la jubilación, o mejor de los distintos sistemas de jubilaciones
,  convierten a la jubilación en una circunstancia susceptible de ser consumida de diferente manera a pesar de las imposiciones que la realidad social objetiva impone
.

Sin duda, la jubilación anticipada tiene una gran trascendencia tanto en el sistema de la Seguridad Social cuanto sobre el propio mercado de trabajo, pues no sólo se aumentan los gastos, reduciéndose los ingresos de la Seguridad Social, sino que supone además un elemento de gran trascendencia para el derecho del trabajo, porque tal opción, liberaliza, en parte,  la extinción del contrato de trabajo.
En las páginas siguientes se analizarán las modalidades de jubilación anticipada, total que no parcial, y la normativa aplicable a las mismas, con especial referencia a algunas cuestiones controvertidas de actualidad en la jurisprudencia.
2. Las modalidades de jubilación anticipada

La actual regulación de las prestaciones contributivas de jubilación  prevé cuatro modalidades de jubilación anticipada: 

• Jubilación anticipada como consecuencia de la reducción de edad mínima en actividades de naturaleza penosa, peligrosa, tóxica e insalubre y en los supuestos de personas con discapacidad igual o superior al 65 por 100. 

• Jubilación anticipada de los mutualistas, a partir de los 60 años, voluntaria o forzosa, con aplicación de coeficientes reductores en el cálculo de la cuantía de la pensión 

• Jubilación anticipada de trabajadores a partir de los 61 años, tras haberse extinguido la relación laboral por causa involuntarias o no imputables al trabajador, con reducción en cuantía de la pensión. 

• Jubilación a los 64 años, sin la aplicación de coeficientes reductores por edad, que permite al trabajador por cuenta ajena acceder a la pensión de jubilación con los mismos derechos económicos que si tuviera 65 años cumplidos, con la suscripción simultánea de un contrato de sustitución con otro trabajador.
Las diferentes modalidades de jubilación anticipada y su progresiva complejidad han llevado al legislador a trasladar su regulación de los apartados 2 y 3 de art. 161 a un precepto independiente, el art. 161 bis LGSS.
Detengámonos, pues,  en algunas de las cuestiones actualmente más controvertidas de algunas una de las modalidades recogidas en el precepto, especialmente tras las modificaciones operadas por la Ley de Medidas de 2007 (en adelante LMSS).
2.1.- La Jubilación anticipada por discapacidad, peligrosidad, penosidad, toxicidad, insalubridad o morbilidad 

Nos centraremos en este apartado en las cuestiones relativas a la anticipación de la edad de jubilación en el caso de sectores penosos y peligrosos, ya que en materia de discapacidad a reducción de la edad de jubilación por minusvalía se mantienen
 básicamente las mismas previsiones, salvo la terminología
 y la ampliación, una vez se produzca el desarrollo reglamentario, en la reducción de la edad de jubilación a quienes acrediten un grado de discapacidad igual o superior al 45%, cuando se trate de discapacidades reglamentariamente determinadas en los que concurran evidencias que determinan de forma generalizada y apreciable una reducción de la esperanza de vida de esas personas.

Desde el punto de vista de su naturaleza, la denominación legal de jubilaciones anticipadas es inexacta, ya que no son sino una forma de cómputo de los trabajos realizados para una edad de jubilación propia anterior a la ordinaria, no una jubilación anticipada propiamente dicha
. En los sectores señalados además, las bonificaciones de edad no se aplican para el cómputo de la edad equivalente de 61 años para acceder a la jubilación anticipada de la ley 35/2002, lo que de hecho supone negar esta modalidad de jubilación en los citados sectores pues ha de tratarse de la edad real de 61 años. Tampoco se computan ahora tras la reforma de 2007 para el acceso a la jubilación parcial, al aproximarse ésta a la anticipada.
El anterior artículo 161.2 de la LGSS ya contemplaba la posibilidad a propuesta del Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, se pudiera rebajar la edad mínima de jubilación (65 años), «en aquellos grupos o actividades profesionales cuyos trabajos sean de naturaleza excepcionalmente penosa, tóxica peligrosa o insalubre y acusen elevados índices de morbilidad o mortalidad
, siempre que los trabajadores acrediten en la respectiva profesión o trabajo el mínimo de actividad que se establezca»
. Esta reducción podría llevarse a cabo fijando una edad inferior a la establecida con carácter general 
 o mediante la aplicación de unos coeficientes reductores de edad, de cuantía variable, que reducen la edad de jubilación, en función del tiempo desarrollado en la actividad objeto de reducción 
. En estos casos, el anticipo de la edad de jubilación no afectaba negativamente al cálculo de la pensión, pues los años de bonificación de edad se consideran como tiempo cotizado.  
La Ley de Medidas de Seguridad Social introduce para estos colectivos las siguientes  modificaciones:
1. Se establece (art. 161 bis y Disp. Adcional 45ª LGSS) que un reglamento regulará el procedimiento general que debe observarse para rebajar la edad de jubilación, en el que se prevea la realización previa de estudios sobre siniestralidad en el sector, penosidad, peligrosidad y toxicidad de las condiciones de trabajo, su incidencia en los procesos de incapacidad temporal que genera en los trabajadores y los requerimientos físicos exigidos para el desarrollo de la actividad.  
2. La aplicación de los coeficientes reductores de la edad de jubilación tiene varias limitaciones, respecto de la regulación anterior: 

· el recurso a la anticipación de la edad de jubilación no se reconoce como primera opción, sino que sólo debería producirse una vez agotadas otras fórmulas como la modificación de las condiciones de trabajo, mediante una segunda actividad o por el traslado a actividades menos peligrosas, que deberían ser la vía ordinaria para la resolución de estas situaciones.
· En el caso de que finalmente  haya de recurrirse a la reducción de la edad de jubilación, el requisito es el del aumento de la contributividad, de forma que exista una verdadera correspondencia entre las cotizaciones realizadas en determinadas condiciones de penosidad, peligrosidad y toxicidad en el trabajo y la aplicación de los coeficientes reductores de la edad de jubilación. En consecuencia el reconocimiento de coeficientes reductores requerirá de un incremento de las cotizaciones del trabajador durante la vida laboral activa para compensar la disminución de ingresos y el incremento de gastos que conlleva el reducir la edad ordinaria de jubilación y adelantar el percibo de la pensión.
· Se establece un límite general mínimo a la edad de jubilación anticipada (artículo 161 bis.1. tercer párrafo LGSS), pues la aplicación de los coeficientes reductores «en ningún caso dará ocasión a que el interesado pueda acceder a la pensión de jubilación con una edad inferior a la de 52 años».

Sin embargo, este límite de los 52 años no se aplicará a los trabajadores incluidos en los diferentes regímenes especiales que, en la fecha de entrada en vigor de la Ley, tuviesen reconocidos coeficientes reductores de la edad de jubilación, siendo de aplicación las reglas establecidas en la normativa anterior. En consecuencia, estos colectivos profesionales podrán seguir beneficiándose de los coeficientes reductores previstos en su normativa específica, aunque su aplicación les sitúe en ocasión de acceder a la pensión de jubilación antes de los 52 años o en edad posterior a la misma 
.  
·  Otras de las limitaciones que se establecen es la relativa al acceso de estos colectivos a la jubilación parcial (párrafo 4º del apartado 1 del artículo 161 bis LGSS), pues no cabrá tener en cuenta los coeficientes reductores de la edad de jubilación, en ningún caso, a efectos de acreditar la exigida para acceder a la jubilación parcial
, a los beneficios establecidos en el apartado 2 del artículo 163, a la jubilación regulada en la norma 2ª del apartado 1 de la disposición transitoria tercera, y a cualquier otra modalidad de jubilación anticipada, excluyéndose por tanto también de su aplicación a quienes pretendan acceder a la jubilación especial a los 64 años con contrato de sustitución
.
Llevando estas previsiones a determinados algunos específicos hemos de señalar:
A. Colectivo de bomberos:  Sobre este colectivo, que venía reclamando desde hace años la reducción de su edad de jubilación por considerar que la penosidad, peligrosidad y toxicidad de la actividad desarrollada la situaban entre los supuestos señalados en el art. 161.2 LGSS -redacción anterior a la LMSS-, más que tomar alguna medida concreta sobre las diversas propuestas realizadas respecto a la reducción de la edad de jubilación ordinaria, la disposición adicional vigésimo segunda LMSS se limitó a ordenar al Gobierno que presentase a la Comisión no permanente de seguimiento y evaluación de los acuerdos del Pacto de Toledo en el Congreso de los Diputados, un informe sobre las medidas a adoptar para dar cumplimiento a las iniciativas parlamentarias aprobadas por la Cámara, en relación con la reducción de la edad de jubilación por parte del colectivo de los bomberos. 
En desarrollo de aquella previsión se aprueba el Real Decreto 383/2008, de 14 de marzo, por el que se establece el coeficiente reductor de la edad de jubilación en favor de los bomberos al servicio de las administraciones y organismos públicos. En la redacción de esta norma se mantiene la tendencia restrictiva en la anticipación de la edad de jubilación de la Ley 40/2007, pues tras establecerse un coeficiente reductor del 0´2 anual el adelantamiento de la jubilación no sólo se aplica gradualmente (a los 63 años en 2008 y a los 61 en 2009), sino que además se establece un límite de edad de 60 años (59 si se reúnen treinta y cinco años de cotización efectiva sin cómputo de la tesis de los días-cuota) como bombero, un tope máximo de plantilla del 10% anual y una cotización adicional añadida para su financiación de acuerdo con lo previsto en la disposición adicional 45ª de la LGSS.
B. Colectivos de trabajadores con actividades similares incluidos en diferentes regímenes de la Seguridad Social:  Como ya se ha señalado, la ley fija el tope máximo de la edad de anticipación de los 52 años sobre la establecida con carácter general, exceptuando de la aplicación de este límite a aquellos que ya lo hubiesen superado por la aplicación de la normativa anterior, no siendo  de aplicación a los trabajadores incluidos en los diferentes regímenes especiales que en la fecha de entrada en vigor de la presente ley tuviesen reconocidos coeficientes reductores de la edad de jubilación, siendo de aplicación las reglas establecidas en la normativa anterior. 
En este punto, se producen diferencias dentro del colectivo de mineros en función de su pertenencia a la minería del carbón o a otros sectores mineros
. En este sentido el RD 2366/1984, de 26 de diciembre en desarrollo del art. 21 del Estatuto del minero (RD 3255/1983) establece coeficientes reductores de adelantamiento de la edad de jubilación para los mineros que estén encuadrados en el Régimen general inspirándose en la regulación de la minería del carbón para regular los coeficientes reductores en términos similares, como dice la exposición de motivos del RD 2366/1984, de 26 de diciembre.
No parece por tanto muy coherente que el tope de la edad de 52 años se aplique a mineros del régimen general cuando no se aplica a los del régimen especial en que se inspira, siendo idénticas las dos normativas y las finalidades de los coeficientes reductores entre unos mineros y otros, como a veces ha destacado el Tribunal Supremo, aplicando la analogía para la resolución de cuestiones relacionadas con la aplicación de tales coeficientes, como, por ejemplo, a efectos de la edad de 55 años exigida para la Incapacidad permanente total cualificada en la sentencia de TS 28 de octubre de 1994
.
 Sin embargo, en materia de acceso a la pensión de jubilación anticipada, en la más reciente sentencia del TS de 18 de septiembre de 2007, se esgrime la regulación propia del régimen en el que está encuadrado un minero, no del carbón, para negarle el derecho al reconocimiento de una pensión de jubilación al cumplir una edad que, por aplicación de los coeficientes reductores o bonificación previstos en el art. 21 de la Orden de 3 de abril de 1973, equivalga teóricamente a los 65 años, debiendo esperar a cumplir esta edad. Resuelve el Tribunal que no le resulta de aplicación el art. 22.1 de la citada Orden que establece una asimilación al alta de los pensionistas por incapacidad permanente total para la profesión habitual del Régimen Especial de la Minería del Carbón, al efecto de poder causar la pensión de jubilación de dicho Régimen, pues dicho precepto se refiere a los pensionistas de este Régimen Especial, por lo que no están comprendidos los pensionistas que perciban su prestación con cargo a ningún otro Régimen de los que integran el sistema de la Seguridad Social. Y ello pese a reconocer que las bonificaciones a las que aspira el recurrente, reguladas en el artículo 161.1 de la Ley General de la Seguridad Social, responden a la finalidad de compensar el mayor desgaste físico y psíquico que produce el trabajo en el interior de las minas, como había puesto de relieve el Tribunal Supremo en la sentencia de 28 de octubre de 1994, para concluir que, no obstante, y pese a la analogía en la actividad, el artículo 21 del Estatuto Minero no es aplicable a casos como el presente, pues los coeficientes reductores a los que alude el precepto se refieren a actividades mineras diferentes a las del carbón, dado que para esta última profesión ya regía la Orden de 3 de abril de 1973.
C. En otros supuestos de jubilación a edades inferiores en regímenes especiales integrados no se plantearan problemas al fijarse no coeficientes por año sino una edad predeterminada, como en el caso de los profesionales taurinos (RD 2621/1986). 
D. La jubilación anticipada de la Policía autonómica: se trata de una cuestión reclamada pero, aun pendiente de reconocimiento y regulación legal. Como señala CAVAS MARTÍNEZ
 durante su paso por el Senado, en el Proyecto Ley de Medidas de Seguridad Social se incluiría una enmienda del Grupo Parlamentario de Senadores Socialistas Vascos, plasmada en una nueva Disposición Adicional, la Vigésima Novena, por la que se regulaba la jubilación de los funcionarios de los Cuerpos de Policía de las Comunidades Autónomas
, con la finalidad de dar a los miembros de los cuerpos de la policía autonómica un tratamiento semejante al que se ofrece a los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado
, Finalmente, la enmienda fue rechazada en el Pleno del Congreso de los Diputados celebrado el 22 de noviembre de 2007, que procedió a la votación y aprobación final de la LMSS
.  
2.2. - Modificaciones en la jubilación anticipada a los 61 años y de los mutualistas 

2.2.1- Requisitos de acceso 

Los requisitos para que el trabajador pueda acceder a la jubilación anticipada propiamente dicha o común son básicamente los mismos exigidos por la normativa anterior, no obstante la LMSS introduce determinadas limitaciones en su aplicación:  

1. Tener cumplidos los 61 años de edad, sin posibilidad de aplicación de los coeficientes reductores de edad previstos en el apartado 1 del art.161 bis LGSS.  
2. Encontrarse inscritos en las oficinas de empleo como demandantes de empleo durante un plazo de, al menos, seis meses inmediatamente anteriores a la fecha de solicitud de la pensión jubilación.  

3. Acreditar un período mínimo de cotización efectiva de treinta años, con los siguientes límites:  

· Para el cómputo de los años de cotización se tendrán en cuenta años completos, sin que pueda asimilarse a un año la fracción del mismo. Además ya no es posible aplicar el prorrateo de pagas extraordinarias, desapareciendo, la tesis de los días-cuota, no sólo para la jubilación anticipada, también para la jubilación ordinaria. Aparece entonces el interrogante de si el no cómputo de pagas extras afecta únicamente al tramo de 30 años o afecta al resto de los tramos cotizados.
· Se considerará como tiempo cotizado a la Seguridad Social, a los exclusivos efectos de acreditar los años de cotización, el período de prestación del servicio militar obligatorio o de la prestación social sustitutoria, con el límite máximo de un año
 (art. 161.bis.2.c) LGSS). Por tanto, al trabajador al que le falte un año o menos para completar el período de carrencia de 30 años se le computarán dichos períodos para permitirle el acceso a la jubilación anticipada. Los mismos no se tendrán en cuenta para el cálculo de la pensión.  

4. La involuntariedad en el cese en el trabajo, de forma que la extinción del contrato de trabajo no se haya producido por causa imputable a la libre voluntad del trabajador. A tales efectos, se entenderá por libre voluntad del trabajador la inequívoca manifestación de voluntad de quien, pudiendo continuar su relación laboral y no existiendo razón objetiva que la impida, decide poner fin a la misma. Se considerará, en todo caso, que el cese en la relación laboral se produjo de forma involuntaria cuando la extinción se haya producido por alguna de las causas previstas en el artículo 208.1.1. LGSS para el reconocimiento de la situación legal de desempleo.  
De entre los requisitos de acceso señalados vamos a detenernos en una de las cuestiones, específicamente relacionadas con la jubilación anticipada, que han suscitado mayor discusión, el requisito de la involuntariedad en el cese y su consideración en el caso de los mutualistas y la aplicación de los coeficientes reductores. 
2.2.1. El requisito de la involuntariedad en el cese: la LMSS en el ámbito de la jubilación anticipada incide en el alcance de la involuntariedad en la extinción de la relación laboral previa a la jubilación, a efectos de poder acceder a la jubilación anticipada o hacerlo en condiciones más favorables, en cuanto a la cuantía de la pensión a percibir. 
Así, aunque la LGSS en la Disp. Transit. 3ª, al regular la posibilidad de acceso a la jubilación anticipada por parte de los trabajadores que acrediten la condición de mutualistas no exige que el cese en la actividad previo a la jubilación se haya producido de forma involuntaria, desde la Ley 24/1997
 ha existido una polémica importante acerca de la aplicación de los mecanismos de jubilación anticipada en los casos en que la extinción de la relación laboral se llevaba a cabo en el marco de un Expediente de Regulación de Empleo (ERE), pero el cese en la actividad no se producía de forma automática en aplicación de la autorización administrativa, sino en el marco de unos planes colectivos de prejubilación programados (bajas incentivadas) a los que el trabajador, al menos formalmente, se adhería aparentemente de forma voluntaria.
En estos supuestos de aparente voluntariedad la Administración de la Seguridad Social denegaba el acceso a la pensión de jubilación o, en mayor medida, no aplicaba los coeficientes reductores más beneficiosos previstos para los supuestos en los que la extinción de la relación laboral no podía imputarse al interesado (en los supuestos de jubilación de trabajadores mutualistas), a pesar de que la petición de jubilación anticipada hubiera venido precedida de una situación legal de desempleo, como puede comprobarse en la doctrina jurisprudencial
.  

El Acuerdo de 2006, en un intento de zanjar el asunto, recogió el compromiso de adoptar las medidas normativas que resultasen precisas, para el acceso a la jubilación anticipada, en orden a calificar como involuntaria dicha extinción, si la misma derivaba de un ERE. Se trataba con ello de que los trabajadores puedan acogerse sin problemas a la jubilación anticipada por la vía del nuevo art. 161 bis TRLGSS y, al mismo tiempo, que puedan aplicarse, para determinar la cuantía de la pensión, los coeficientes reductores más benignos contenidos en la disposición transitoria tercera TRLGSS para los mutualistas cuyo cese previo a la jubilación anticipada no sea voluntario.  

Ha de tenerse cuenta que en el período intermedio entre la firma del Acuerdo de 2006 y la aprobación del proyecto de la LMSS, el Tribunal Supremo modificó su posición anterior declarando involuntarias las extinciones producidas en el marco de un ERE. Así, la STS de 25-10-2006
, en Sala General, ha resuelto que en la jubilación anticipada de la empresa Robert Bosch España, articulada mediante acuerdo colectivo de prejubilación, la extinción del contrato de trabajo no se incardina en el supuesto legal del art. 49.1.a. ET de extinción por mutuo acuerdo, sino en el supuesto del art. 49.1.i, despido colectivo fundado en causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, siempre que aquél haya sido debidamente autorizado conforme a lo dispuesto en el art. 51 del ET.
Podemos apreciar, por tanto, una diferencia entre los diferentes supuestos enjuiciados por los Tribunales:

· Las extinciones que no derivan de un expediente de regulación de empleo sino de un acuerdo individual de prejubilación adoptado por voluntad conjunta del empresario y el trabajador individual en los supuestos resueltos como el la mayoría de los realizados en Telefónica
; de ahí que, atendiendo a su origen, el acceso a la jubilación tras el agotamiento de la situación de prejubilación se considerara voluntario y no involuntario. 
· En el caso enjuiciado en la STS de 24 de octubre de 2006
 (en el caso Robert Bosch España) la jubilación anticipada está prevista en pacto colectivo, el despido del trabajador está autorizado por la Dirección General de Trabajo, y el paso a la jubilación viene precedido de una situación de desempleo, que por hipótesis excluye la voluntariedad del trabajador desempleado en la pérdida de la ocupación que la genera, y en particular el supuesto del mutuo acuerdo extintivo del contrato de trabajo (art. 208 TRLGSS). No puede hablarse, por tanto, de que el origen de la jubilación sea voluntario, en cuanto que no existe mutuo acuerdo extintivo en la extinción del contrato de trabajo, sino aceptación de ventajas pactadas colectivamente respecto de una decisión extintiva acordada unilateralmente por el empresario, en el marco de un expediente de regulación de empleo, decisión que impone al trabajador, tras un intervalo de desempleo involuntario, una jubilación anticipada asimismo involuntaria».  
A pesar de que el Acuerdo de 2001 estableció que el acceso a la jubilación anticipada (para los no mutualistas) debía pasar por el requisito de que el cese en la actividad laboral previo a la jubilación fuera involuntario (y así lo recogió el RD Ley 16/2001), sin embargo, la Ley 35/2002 amplió la posibilidad de jubilación anticipada a determinados supuestos en los que no concurre el requisito de involuntariedad en el cese de la actividad laboral previo a la jubilación, condicionando tal posibilidad (además de a la acreditación de los requisitos de edad y cotización)
,  a que el trabajador, como consecuencia del cese, percibiese de su empresa una determinada cantidad, en las siguientes condiciones:  que se realizase en virtud de acuerdo colectivo y no mediante pacto individual;  el percibo de la cantidad tenía que haberse producido, como mínimo, durante las 24 mensualidades anteriores a la solicitud de la pensión de jubilación y se establecían límites a la cantidad entregada al trabajador, en cómputo anual
. 
En este ámbito, la LMSS incorpora un modificación de enorme importancia
: que la obligación de la empresa  de abonar una cantidad equivalente a la suma de la prestación de desempleo y las cuotas de la Seguridad Social, puede haberse adquirido de forma colectiva, a través del correspondiente convenio o acuerdo colectivo, pero también mediante contrato o acuerdo de prejubilación individual. 

Finalmente, y para corregir situaciones ya consolidadas, y ello aunque la Administración de la Seguridad Social ya venía aplicando la doctrina jurisprudencial del caso Robert Bosch, la LMSS (apartado 2 de la disposición final 3ª LMSS) ha dispuesto que se «considerará, en todo caso, que las jubilaciones anticipadas causadas entre 1 de enero de 2004 (fecha de entrada en vigor de la Ley 52/2003) y la fecha de entrada en vigor de la presente Ley motivadas por ceses en la relación laboral producidos en virtud de expedientes de regulación de empleo tienen carácter involuntario».   A continuación, el segundo párrafo del citado apartado 2 prevé que «las resoluciones denegatorias de pensiones de jubilación anticipada así como las cuantías de las pensiones ya reconocidas se revisarán a instancia de los interesados», que se basaron en el incumplimiento del requisito de la involuntariedad a efectos de su eventual reconocimiento. La Ley se refiere a aquellos supuestos en que, si bien se reconoció la pensión de jubilación anticipada con coeficientes reductores, al no considerarse como involuntaria en su momento, el coeficiente de reducción pudo ser más alto, como sucede con los que fueron mutualistas, y habiendo acreditado, por ejemplo, treinta y cinco años cotizados, tuvieron que conformarse con la aplicación del 8% de coeficiente reductor, en lugar del 7%, por no apreciárseles el requisito de la involuntariedad en el cese de su actividad laboral. 

2.2.3. La aplicación de coeficientes reductores en el caso de los mutualistas y la posible diferencia de trato.
Hemos de comenzar señalado que las conclusiones alcanzadas en el apartado anterior en relación con la involuntariedad en el cese en los supuestos de acuerdos de prejubilación aquellas soluciones no son extrapolables en bloque a los mutualistas prejubilados, pues el concepto de involuntariedad sigue siendo distinto y más restringido para esta modalidad de jubilación anticipada de mutualistas que el existente respecto de la modalidad de jubilación anticipada de desempleados a partir de los 61 años donde, después de la reforma se admite bajo ciertos requisitos la involuntariedad del cese de quien suscribió contrato individual de prejubilación.
Para la modalidad de acceso a la jubilación anticipada desde la condición de mutualista antes de 1-1-1967, la LMSS, en la modificación que realiza de la Disp. Transitoria 3º de la LGSS, señala que el coeficiente aplicable a las pensiones causadas por aquellos mutualistas que se jubilen a partir de los 60 años con treinta años cotizados, y soliciten la jubilación anticipada derivada del cese en el trabajo como consecuencia de la extinción del contrato por causa no imputable a la libre voluntad del trabajador, será del 7,5% en lugar del 8% que se aplicaba antes
. Con esta medida se equiparan los tramos y coeficientes de reducción para todos los trabajadores que se jubilan anticipadamente, sean o no mutualistas.
El problema fundamental en el caso de los mutualistas se plantea en la diferente interpretación que se realiza de lo que haya de entenderse por cese involuntario en los supuestos de extinción por acuerdo o pacto de prejubilación en el acceso a la pensión de jubilación anticipada cuando el mutualista solicita la aplicación de los coeficientes reductores mejorados.
En los supuestos de extinciones en el marco de prejubilaciones, de carácter colectivo, el tratamiento que se otorga a mutualistas y no mutualistas es claramente diferenciado en cuanto a la interpretación de la involuntariedad en el cese. De conformidad con la Disp. Transit. 3º de la LGSS en el acceso a la jubilación anticipada de los mutualistas se considera voluntaria la extinción contractual de quienes suscribieron acuerdos de prejubilación aun siendo colectivos, que no individuales, que constituyen en la práctica regulaciones de empleo encubiertas.
Defienden el tenor legal y su carácter no discriminatorio entre otras, la STS de 21 febrero de 2008
 en la que la Sala señala que como ya señaló la sentencia de la misma Sala de 23 de mayo de 2006,
es cierto, que la Disposición Adicional Segunda de la Ley 52/03, de 10 de diciembre, da una nueva redacción tanto al artículo 161, como a la Disposición Transitoria Tercera del Texto Refundido, haciendo que ambos preceptos en este particular sean literalmente idénticos, expresando que a tales efectos, se entenderá por libre voluntad del trabajador la inequívoca manifestación de voluntad de quien, pudiendo continuar su relación laboral y no existiendo razón objetiva que la impida, decide poner fin a la misma. Se presumirá que el cese en la relación laboral se produjo de forma involuntaria cuando la extinción se haya producido por alguna de las causas previstas en el artículo 208.1.1 de esta Ley ». Sin embargo la citada Ley no establece normas subsanadoras con un contenido retroactivo, como sería necesario en el caso de haber apreciado el legislador que había incurrido "en un evidente olvido de la particular regulación de la jubilación anticipada de quienes eran mutualistas, por no hallarse sistemáticamente incluida en el precepto general, sino en una regla transitoria" y, es relevante señalar que mantiene el párrafo 2º del artículo 161.3.d) y, el contenido de este párrafo 2º no se introduce en la modificación dada a la norma segunda del apartado uno de la Disposición Transitoria Tercera, por lo que para la aplicación de esta Disposición se requiere que el cese en el trabajo sea "en virtud de causa no imputable a la libre voluntad del trabajador", con lo que decae el argumento antes indicado de la sentencia combatida."
Entiende el Tribunal que esta interpretación no vulnera el artículo 14 de la Constitución Española, porque no comporta vulneración del principio de igualdad, pues establece trato distinto a situaciones distintas y, éstas lo son porque se tiene en cuenta la afiliación o no al Mutualismo laboral con anterioridad al 1 de enero de 1967, lo que determina que el coeficiente reductor varia no solo en función de los años de cotización sino también en función de los años cumplidos en la fecha de jubilación , lo que viene impuesto por tratarse de distintos regímenes de Seguridad Social, el del Mutualismo laboral cuyos derechos adquiridos se conservan y el posterior instaurado por la Ley 193/1963, de 28 de diciembre , de bases de la Seguridad Social. 
Por ello se recogen dos regímenes o sistemas diferentes y con requisitos distintos en cuanto a la jubilación anticipada : 
1. Cuando se tiene la edad de 60 años y se trata de afiliados al Mutualismo Laboral con anterioridad al 1 de enero de 1967: en este caso cabe acceder a la jubilación anticipada por la vía de la aplicación del derecho transitorio, que se mantiene en su regulación actual y por tanto se exige que el cese no sea voluntario (Disposición Transitoria Tercera ) y, 
2. Cuando se ha cumplido la edad de 61 años: se aplica lo establecido en el artículo 161.3 TRLGSS, que a diferencia del anterior supuesto, dispensa del requisito de no voluntariedad en el cese en el trabajo, cuando en los dos años inmediatamente anteriores a la solicitud de jubilación anticipada, el empresario en virtud de una obligación adquirida mediante acuerdo colectivo haya abonado al trabajador una cantidad que en computo anual represente un importe mensual determinado.
Por tanto, quien se jubiló anticipadamente como mutualista, no puede pretender la aplicación de los coeficientes más favorables que implica jubilarse anticipadamente por esta vía como desempleados a partir de los 61 años, pues al haberse jubilado a los 60 años, incumple precisamente el requisito mencionada de 61 años edad mínima (LGSS art.161.3.a). Tampoco procede aplicarle, al cumplir los 61 años, los coeficientes más ventajosos establecidos en algunos casos para los mutualistas y que coinciden precisamente con los establecidos para esta modalidad dirigida a los desempleados a partir de los 61 años, cuando el interesado extinguió su relación laboral de forma consentida al suscribir un contrato de prejubilación sin que hubiera un ERE en presencia, por lo que no concurre el requisito de involuntariedad exigido legalmente.
En relación con los supuestos de extinción por acuerdo individual de prejubilación, la Entidad gestora ha denegado la aplicación de los coeficientes mejorados, por entender voluntariedad en el cese y existencia de fraudes en supuestos de situaciones de cese prolongados en situación de prejubilación con posteriores periodos de contratación temporal de escasa duración como el del la Sentencia del TS de 14 de mayo de 2008
 en unificación de doctrina, en la que el estima el recurso interpuesto por el trabajador señalando la Sala que, puesto que no consta que el recurrente hubiese sido sancionado por rechazar -en momento alguno- oferta adecuada de empleo, ello significa que durante el largo periodo de prejubilación en el que el trabajador permaneció inscrito como demandante de empleo, nunca recibió oferta a cuya aceptación estuviese obligado, de manera que su posterior contratación temporal por casi ocho meses -con inicio de la actividad un año antes de solicitar la jubilación ; y finalización cuatro meses antes-, no puede razonablemente considerarse indicio de querer burlar los efectos de un cese voluntario. La conclusión contraria únicamente sería sostenible si previamente hubiese desatendido alguna oferta de trabajo ajustada a su formación.

Finalmente, señalar en relación con los mutualistas, que la LMSS prevé que se incremente la pensión de jubilación de los mutualistas que se jubilaron anticipadamente y de manera forzosa antes del 1 de enero del 2002, con hasta 63 euros al mes. Con esta medida la ley pretende equiparar a estos pensionistas con quienes se jubilaron con posterioridad y se beneficiaron de la modificación legislativa que entró en vigor ese año y que rebajó los coeficientes reductores por adelanto de la edad de jubilación respecto de la edad ordinaria. 
2.4- Algunas conclusiones
Hemos pretendido recoger en las páginas anteriores, centrándonos en la jubilación anticipada,  sólo algunos supuestos que evidencian la abrumadora complejidad que han llegado a alcanzar los diferentes sistemas de jubilaciones en nuestro ordenamiento, sistemas que cuentan con sus propios subsistemas y que generan diferentes requisitos en acceso a la pensión no sólo entre colectivos similares, sino también entre trabajadores que cuentan con la misma carrera de seguro. 
Las razones de estas diferencias son el resultado de las mismas reformas legislativas que, aun teniendo como objetivos generales el incremento de la contributividad y el retraso de la edad, al tratar de reconocer efectos al primero de estos objetivos mediante modificaciones legislativas parceladas para determinados trabajadores, han originado diferencias de trato respecto a otros trabajadores, como ocurre entre mineros, entre sectores peligrosos que tienen o no reconocido el derecho, entre mutualistas y no mutualistas, etc. 

Esta diferencia de trato también podría apreciarse en el acceso a la jubilación anticipada cuando el trabajador acredita cotizaciones en distintos regímenes de la Seguridad Social y sólo en alguno de ellos se contempla la jubilación anticipada y en el otro u otros no, como sucede, por ejemplo,  cuando el trabajador acredita cotizaciones en el Régimen General y en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos (RETA), de modo que en el régimen general se permite la jubilación anticipada y en el RETA no es posible
. En la actualidad, tras la Ley 47/1998, de 23 de diciembre, por el que se dictan normas para la jubilación anticipada en determinados casos especiales. Así, en los casos en los que el trabajador proceda de una situación de pluriactividad y no reúna los requisitos de cotización completos en ningún régimen de la Seguridad Social, se aplicará la Ley 47/l998, de modo que se le exige al interesado para poder acceder a la jubilación anticipada que, al menos acredite una cuarta parte de su cotización en  regímenes donde se admita la jubilación anticipada, salvo que el total de cotizaciones a lo largo de la vida laboral del trabajador sea de 30 años, en cuyo caso, será suficiente con que se acredite un mínimo  de 5 años a los regímenes donde se contemple la jubilación anticipada.
Los Tribunales ante las diferencias de trato existentes esgrimen que ha de aplicarse la regulación propia del régimen en el que está encuadrado el trabajador, como en el caso de los mineros, o la del subsistema al que pertenece, como en el supuesto de los mutualistas que acceden a la pensión de jubilación anticipada con 60 años pese a cumplir con los requisitos del art. 161, entre ellos los de cotización.
Al fin y a la postre la complejidad señalada llevará ineludiblemente al  trabajador a realizar un verdadero ejercicio de toma de decisiones, en el que habrá de partir del hecho de que no sólo no existen reglas generales, sino que constituye un trabajador único marcado por todas y cada una de sus variables: edad, años reales de cotización, sector productivo al que pertenece, colectivo dentro del mismo, régimen de la Seguridad social aplicable, modalidad real y aparente de extinción de su contrato, formalización de la extinción e incluso duración de los periodos de desempleo previos a la extinción o previos a ser contratados temporalmente antes de la solicitud de la edad de jubilación, entre otras muchas variables objetivas, que habrá de armonizar con sus propios condicionantes subjetivos.
     
       
� Profª. Propia Adjunta Facultad de Derecho Universidad P. Comillas de Madrid.


� Resultados obtenidos de  la encuesta realizada en el marco del Proyecto de Investigación desarrollado en la Universidad P. Comillas de Madrid : Protección Social de los Mayores: la jubilación: puntos críticos. Financiada por el Ministerio de Trabajo al amparo de lo previsto en  la  Orden TAS/940/2007, de 28 de marzo, (Subvenciones para el Fomento de la Investigación Social  FIPROS).


� El 25,3% de los jubilados en España tiene una edad comprendida entre los 50 y los 64 años, porcentaje que según FEDEA (Fundación de Estudios de Economía Aplicada) no llega a representar el 9.3% del conjunto de pensionistas del país.


� Entre los más recientes, Pérez Díaz, V., La Generación de la Transición: entre el trabajo y la jubilación, Estudios Económicos del Servicio de Estudios de La Caixa, Barcelona, 2007; TOBES PORTILLO, P. (Coord.) y otros. La prolongación de la actividad laboral: un reto para la empresa española, Círculo de Empresarios, Madrid, julio de 2007.; AXA, Estudio Internacional AXA 2007 sobre Jubilación, AXA, Madrid, 2007. 


� Según los datos oficiales del cierre de 2007 del Ministerio de Trabajo,  en el año 2007 se registró una caída de las nuevas altas de jubilación anticipada por primera vez en cinco años, tendencia que vuelve a invertirse en 2008. El número de trabajadores que se retira antes de cumplir 65 años venía creciendo incesantemente desde 2003, pero el año 2007, cambia la tendencia y  se registraron 9696.040 altas de jubilación anticipada, 2.310 menos que en 2006.


Al mismo tiempo, repuntó ligeramente el número de nuevas altas de jubilación de trabajadores con 65 años y más, que sumaron 118.183, lo que representa un 4,2% más que el año 2006.


Junto a este último dato, la Seguridad Social confirmó que en 2007 también creció ligeramente el número de cotizantes al sistema mayores de 65 años que sigue trabajando una vez cumplida esta edad. Este colectivo asciende a 108.692, lo que supuso 6.360 más que en 2006.


Fuentes del Ministerio de Trabajo interpretan estos datos como un cambio de tendencia en el sistema y confían en que los incentivos vigentes desde el uno de enero para prolongar la vida laboral confirmen este nuevo escenario.


No obstante, la mayoría estos nuevos incentivos se basan en mejoras de la pensión de quien se mantenga en el puesto de trabajo. Y, a tenor de los resultados de una encuesta realizada por el Instituto Nacional de Estadística (INE), seis de cada diez mayores de 65 años que sigue trabajando no lo hace por motivos económicos. De hecho, el 23% de ellos respondió que lo hace para proporcionar al hogar los ingresos suficientes y sólo el 13% sigue en su puesto de trabajo para conseguir una pensión mayor.


Cualquier cambio de tendencia que se dé en el sentido de prolongar la vida laboral servirá para mejorar las finanzas de la Seguridad Social. Máxime cuando España debe, además, conjugar esta inercia a retirarse de forma temprana con el hecho de ser el país europeo con menos trabajadores de entre 50 y 54 años, según los datos de la Oficina de Estadística Europea (Eurostat). De hecho, ya hay 1,6 millones de personas entre 50 y 59 años que recibe algún tipo de pensión de jubilación, lo que supone una de cada cuatro personas de este colectivo


� O en palabras de L. E. de la Villa y L. López Cumbre, las “mil y una“ jubilaciones o las “modalidades jubilatorias”, “pues de la regulación de los arts. 160 y ss. LGSS, de las normas reglamentarias, del ámbito convencional y de la aplicación del derecho comunitario, se deriva un complejo entramado de formas de jubilación que permiten enfrentamientos dicotómicos, contraponiéndose así las jubilaciones contributiva-no contributiva, legal-convencional, voluntaria-forzosa, temporánea-extemporánea, total-parcial, nacional- con elemento extranjero, modélica del régimen general-singulares de los regímenes especiales, etc.”. Cfr. de la VILLA GIL, L.E. y LÓPEZ CUMBRE, L. “Jubilación y prolongación de la vida activa (las mil y una jubilaciones)”. Rev. MTAS, núm. extr. 2008.


� Cfr. SÁNCHEZ VERA, P. “Empleo, flexibilidad de la jubilación e ideología. Breve cronología del debate en España”, Rev. MTAS, Nº Extra 1, 2002 (Ejemplar dedicado a: Jubilación flexible), pág. 222.


� Asimismo disponía la normativa anterior (art. 161.2 2º párrafo LGSS) que también podrá ser reducida la edad en el caso de personas minusválidas en un grado de minusvalía igual o superior al 65%, lo que tuvo su desarrollo reglamentario en el RD 1539/2003, de 5 de diciembre.


� Sustituyéndose la referencia a «minusválidos» por «personas con discapacidad» o de «grado de minusvalía» por «grado de discapacidad», a fin de adecuarse a la Disp. Adc. 8ª de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia.  


� Como defienden, entre otros, LÓPEZ GANDÍA, J. “La reforma de la jubilación en la Ley de Medidas de Seguridad Social de 2007”, Rev. Derecho Social, núm. 38, 2007; AZCÁRRAGA  MONZONES, C. FERNÁNDEZ ORRICO, F y otros en “La jubilación tras la ley de medidas en materia de Seguridad Social”, La Reforma de la Seguridad social, TOL1.415.750, � HYPERLINK "http://www.tirantonline.com.1009" ��www.tirantonline.com.2009�.


� A este respecto vid.  la disposición adicional sexagésima de la Ley 30/2005, de 29 de diciembre ( RCL 2005, 2570 y RCL 2006, 672, 722) , de Presupuestos Generales del Estado para 2006.


� Para un estudio detallado de la jubilación en los diferentes sectores cfr. MIÑARRO YANINI, M. “La jubilación a edad reducida”, en Tratado de Jubilación (LOPEZ CUMBRE , L. Coord.), Iustel, Madrid, 2007


� Caso de determinados artistas (cantantes, trapecistas o bailarines) o de los profesionales taurinos. En estos casos, la edad de jubilación se adelanta, según los casos, a los 55 ó 60 años.


� Tales coeficientes están establecidos en las siguientes actividades: en el Régimen Especial Minero (con oscilaciones entre el 0,05 y el 0,50%, según las categorías), Decreto 298/1973, de 8 de febrero; en la Minería no energética (con coeficientes entre el 0,10 y el 0,50), RD 2366/1984; en el trabajo en el mar (con coeficientes que se sitúan entre el 0,10 y el 040), RD 1311/2007, de 5 de octubre; en determinadas categorías de trabajadores ferroviarios (coeficientes del 0,10 y 0,15), RD 2621/1986, de 24 de diciembre; profesionales taurinos y artistas, RD 2621/1986, de 24 de diciembre; para trabajos aéreos (coeficientes del 0,30 y 0,40), RD 1559/1986, de 28 de junio.


� El Real Decreto 1311/2007, de 5 de octubre, se establecen nuevos criterios para determinar la pensión de jubilación del Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar y se establece que la reducción de la edad de jubilación no puede rebasar los 10 años (es decir, que no cabe la jubilación antes de los 55 años), la previsión de la disposición transitoria segunda únicamente alcanza a los trabajadores incluidos en el Régimen Especial de la Minería del Carbón.  


� Con la excepción de la jubilación parcial que, de acuerdo con el nuevo derecho transitorio (Disp. Transit. 17ª, apartado 5, de la LGSS), que podrá causarse, conforme a la normativa anterior, antes de los 60 años reales mediante la aplicación de los coeficientes reductores que procedan.  


� Esta previsión viene a modificar la regulación anterior de esta modalidad de acceso anticipado a la pensión de jubilación (art. 9 del RD 1131/2002), en la que la edad requerida para acceder a dicha modalidad de jubilación se entendía sustituida por la edad equivalente, en los casos de reducción de edad de jubilación por trabajos penosos, peligrosos o tóxicos.  


� Para un estudio detallado de la pensión de jubilación en la minería del carbón cfr. TERRADILLOS ORMAETXEA, E. Tratado de Jubilación (LOPEZ CUMBRE , L. Coord.), Iustel, Madrid, 2007, págs. 1919-1946.


� RJ 10335.


� CAVAS MARTÍNEZ. F. “Cambios en la pensión de jubilación tras la Ley 40/2007, de 4 de diciembre, de medidas en materia de seguridad social”, Aranzadi Social, 2/2008 (Tribuna).Editorial Aranzadi, SA, Pamplona. 2008, pág. 8.


� Del siguiente tenor: «Los funcionarios de los Cuerpos de Policía dependientes de las Comunidades Autónomas con competencia estatutaria para la protección de las personas y bienes y para el mantenimiento del orden público sujetos y protegidos por este Régimen General, podrán jubilarse anticipadamente con idénticos requisitos de edad y cotización a los previstos para los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de seguridad del Estado por el régimen de protección social por el que estos últimos se hallan cubiertos.  


En tal caso, el importe de la pensión correspondiente se determinará sin aplicación de coeficiente reductor alguno por razón de la anticipación de la edad».  


� A este respecto, interesa precisar que los miembros del Cuerpo Nacional de Policía y de la Guardia Civil pueden jubilarse a partir de los sesenta años, sin aplicación de coeficientes reductores.


� La propuesta tenía como referencia la disposición adicional 32ª de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social, conforme a la cual el Gobierno, en el plazo más breve posible, habría de presentar un informe en el que se analizase la situación de los funcionarios de las policías autonómicas en el nuevo marco de la jubilación gradual y flexible en función de la edad de jubilación en comparación con el resto de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, así como la disposición adicional sexta del Estatuto Básico del Empleado Público, que mandata al Gobierno para presentar un estudio en el que se incluyan las recomendaciones para asegurar la no discriminación entre colectivos con características similares y la conveniencia de ampliar la posibilidad de acceder a la jubilación anticipada por parte de determinados colectivos».


� Este cómputo guarda paralelismo con el cómputo instaurado por la Ley 30/2007, para la igualdad efectiva, en orden a computar a los efectos de la jubilación, entre otras prestaciones, 112 días por nacimiento de hijo.


� La Ley 24/1997 reguló una mejora en la cuantía de la pensión para el caso de que el pensionista acreditase 40 o más años de cotización y la extinción de la relación laboral previa se hubiese debido a causa no imputable al interesado (7% de reducción por cada año de adelanto de la edad de jubilación en lugar del 8%).  


Asimismo, la involuntariedad en el cese de la relación laboral fue introducida por la Ley 35/2002 como requisito para que quien no fuera mutualista pero hubiera cumplido 61 años y tuviera acreditados al menos 30 años de cotización pudiera jubilarse anticipadamente por la vía del art. 161 TRLGSS. La involuntariedad en la extinción del contrato también era tenida en cuenta en los casos de jubilación anticipada de mutualistas para aplicar los coeficientes reductores de la pensión previstos en la Disp. Transit. 1ª del RD 1132/2002.


� En un abundante número de pronunciamientos la Sala Cuarta del Tribunal Supremo ( SS. 9-12-2002 [ RJ 2003, 1948] , 12-2-2003 [ RJ 2004, 1160] , 20-9-2005 [ RJ 2005, 8604] o 7-4-2006 [ RJ 2006, 4860] ) resolvió que la suscripción de un contrato de prejubilación en el marco de un despido colectivo constituía un cese voluntario, por lo que el porcentaje de reducción de la pensión de jubilación por cada año de anticipo respecto de la edad de jubilación ordinaria que debía aplicarse era el general del 8%, no el menor para los mutualistas que cesan en el trabajo por causas ajenas a su libre voluntad. La doctrina establecida en esta materia puede resumirse del siguiente modo: 1º) Las decisiones de los trabajadores de cesar en la empresa (Telefónica, Caja de Ahorros de Asturias, Compañía Sevillana de Electricidad, etc.), acogiéndose al sistema de prejubilación establecido en la misma, han de incardinarse en la causa de extinción del contrato de trabajo por mutuo disenso o mutuo acuerdo extintivo de la relación de trabajo prevista en el art. 49.1.a) ET ( RCL 1995, 997) ; que la oferta sea individual o que se integre en un expediente de regulación de empleo resulta accidental. 2º) La concurrencia de razones económicas y profesionales más o menos poderosas que impulsan al trabajador a aceptar el ofrecimiento de la empresa no desvirtúa la bilateralidad característica de esta causa de extinción, que no se transforma por ello en extinción por voluntad unilateral del empresario. 3º) En cuanto derivada de un acuerdo extintivo de la relación de trabajo adoptado por voluntad conjunta del empresario y el trabajador, la jubilación anticipada de éste tras el agotamiento de la situación contractual de prejubilación no puede considerarse forzosa sino voluntaria, y el tipo anual reductor del porcentaje de la pensión aplicable a la misma es, como sostiene el INSS, del 8% y no del 7%.  


� (RJ 8262). Comentada, entre otros, por ESCUDERO ALONSO, J.L. “Comentario de Jurisprudencia Social. La doctrina del Tribunal Supremo en loscasos de jubilación anticipada por inclusión del trabajador en un ERE”, http://www.graduados-sociales.com/ArticulosCO/ACO214_3.pdf.


� TS 25-11-02, RJ 1923/03; STS 10-12-02, RJ 1704/03; STS22-1-03, RJ 1991; STS 24-1-03, RJ 9600; STS30-4-03, RJ 6561; STS14-10-03, RJ 1217/ 04; STS24-2-04, RJ 1531; STS6-7-04, RJ 6110; STS12-7-04, RJ 7285; STS17-1-04, RJ 2739; STS18-1-04, RJ 2999; STS7-2-04, RJ 2823; STS 7-4-04, RJ 4860; STS23-5-06, RJ 4472; STS30-5-06, RJ 3783; STS22-6-06, Rec 3917/04; STS17-1-06, Rec 3207/04); STS de 15 -01-2008. De forma aislada, ad�mitiendo la aplicación de los coeficientes reductores mejorados a un trabajador de Telefónica prejubilado como en la SSTSJ Cataluña 16-1-06, AS 653.


� Y en el mismo sentido las SSTS en unificación de doctrina de 21-6-07, RJ 6643; de17-1-07, RJ 2040, de 25-10-06, Rec 2318/05;  y de 28-11-06, Rec 3258/05. Esta jurisprudencia cambia la doctrina mantenida previamente sobre trabajadores de la misma empresa: STS en unificación de doctrina de 30-1-06, RJ 4350 y TS6-2-06, RJ 2886.


� No se exigía tampoco el requisito de inscripción en la Oficina de Empleo durante al menos 6 meses


� No podía ser inferior al resultado de sumar las siguientes cantidades: 


El primer sumando es equivalente a multiplicar por 24 la cuantía de prestación de desempleo que, en su caso, le hubiese podido corresponder al trabajador en la fecha del cese en la actividad, y que no percibió al ser su cese voluntario. 


El segundo de los sumandos es igual a multiplicar por 24 el importe de la cuota que, en dicho período, se hubiese satisfecho por el convenio especial que hubiese suscrito el trabajador con la TGSS.


� La segunda modificación que contiene al respecto la LMSS tiene un menor alcance y se refiere al cómputo de la cantidad que la empresa debe satisfacer al trabajador y su comparación con la cuantía que, de haber sido un cese involuntario, el trabajador habría percibido de la protección del desempleo: hasta la aprobación de la LMSS la comparación entre ambas magnitudes se hacía en «cómputo anual» con la nueva regulación pasa a efectuarse en «cómputo global».


� Conviene recordar que, de acuerdo con el primer párrafo de la norma 2ª del apartado 1 de la disposición transitoria tercera de la LGSS ( RCL 1994, 1825) , con los solos requisitos ordinarios para causar derecho a la pensión de jubilación, los mutualistas pueden jubilarse a partir de los sesenta años, si bien el coeficiente reductor será en todo caso del 8% por cada año inferior a los sesenta y cinco


� EDJ 2008/90849.


� EDJ2006/84006.


� EDJ 2008/73358.


� Hasta el año 1998 era posible acceder a la jubilación anticipada, desde el RETA, siempre que el trabajado acreditase la condición de trabajador del Mutualismo Laboral antes del 1-1-1967.
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